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ACLARACIÓN DICTAMEN PERDIDA DE LA CAPACIDAD LABORAL / NO SE INTERPUSIERON LOS RECURSOS / NIEGA. “[P]ara esta Sala es claro que la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda no incurrió en alguna vía de hecho, al negar a la señora Restrepo Rincón su pedimento de aclaración al dictamen No.30284188-697 emitido el 2 de noviembre de 2016, toda vez que a la accionante si bien le asistía el derecho a controvertir el dictamen aludido, también es que la misma tenía el deber de haber presentado su inconformidad dentro de los tres días siguientes a la notificación del concepto emitido. De tal manera, que para este Tribunal no pueden ser tenidos en cuenta los argumentos de la señora Restrepo Rincón cuando aduce que al momento de recibir el dictamen, esto es el 3 de noviembre de 2016, un funcionario le indicó que contra el mismo no procedía ningún recurso, cuando ya quedó probado dentro de la foliatura las veces que a la actora se le ha calificado su pérdida de capacidad laboral por las diferentes entidades que han conocido su caso y las oportunidades que ha contado la misma para apelar las decisiones que ha considerado desfavorables a sus pretensiones. En este estado de cosas, la Sala advierte que la JRCIR no vulneró algún derecho fundamental a la accionante, quien pretende por una incuria suya al se ordene a la Junta demandada aclare el dictamen emitido el 2 de noviembre de 2016, por lo que la acción de tutela no procederá conforme al principio según el cual nadie puede alegar en su favor su propia culpa (Nemo auditur propriam turpitudinem allegans), toda vez que la accionante es la responsable de haber presentado extemporáneamente el escrito de aclaración al dictamen No.30284188-697, situación que no puede endilgarle a la JRCIR por el hecho de que esta entidad le respondió tardíamente sus peticiones del 21 de noviembre de 2016 (Fls. 23 y 24), así como la presentada por su abogada el 3 de diciembre de 2016 (Fls. 25-27).”.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA – RISARALDA
SALA DE DECISIÓN PENAL


M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, veintisiete (27) de febrero de dos mil diecisiete (2017)
Aprobado por Acta No.0174
Hora:  3:40 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por la parte actora, señora Sandra Inés Restrepo Rincón, en contra del fallo emitido el 11 de enero de 2017 por el Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, dentro de la acción de tutela instaurada en contra de la Junta Regional de Invalidez de Risaralda.
2. RESUMEN DE LOS HECHOS RELEVANTES
2.1. Informó la señora Sandra Inés Restrepo Rincón que el 15 de febrero de 1997 sufrió un accidente de tránsito cuando se dirigía a cumplir sus labores como asesora comercial para una constructora, lo cual fue reportado a la ARP del ISS y en el formato respectivo se registraron los múltiples traumas ocasionados, quedando con una prótesis como reemplazo total de cadera, platinas en tibia y peroné,  además de las cicatrices y las secuelas físicas.  Por lo tanto, el 27 de noviembre de 1997 fue calificada por la entonces ARP aludida con un porcentaje del 37.33 de PCL, siendo indemnizada por $3.947.670.

Indicó como la prótesis antes indicada fue rechazada por su organismo, tuvo que ser intervenida quirúrgicamente en repetidas ocasiones hasta que en el año 2013 fue removida la misma y en mayo de 2014, se le colocó de manera definitiva de una nueva prótesis de cadera con injerto de hueso.

Mencionó que ha sido calificada en varias ocasiones con el fin de obtener la pensión de invalidez,  las cuales relaciona de la siguiente manera:

· El 27 de noviembre 1997 la ARP del ISS la calificó con un 37.33%, origen de accidente de trabajo.
· El 19 de octubre de 2015 la ARL POSITIVA la calificó con un 40.35%, origen profesional.

· El 29 de febrero de 2016 la JRCIR la calificó con un 42.72%, accidente laboral.
· El 31 de mayo de 2016 la JNCI la calificó con un 43.92%, accidente laboral.
· El 2 de noviembre de 2016 la JRCIR la calificó con un 53.49%, origen común.
Señaló la accionante que la última calificación fue la que motivó la presente acción de tutela, toda vez que el resultado de esa valoración fue notificado personalmente el 3 de noviembre de 2016 por la Junta Regional de Calificación de Risaralda en donde fue informada de manera verbal que en contra de dicho dictamen no procedía ningún recurso, lo que aceptó sin saber las consecuencias que ello acarrearía e inmediatamente le fue entregado el dictamen, el que una vez revisado, la actora halló que la afectación pulmonar que sufre no fue relacionada con el evento presentado y fue tomada como una preexistencia con fundamento en la jurisprudencia de la Corte Constitucional relacionado en la Sentencia C-425 de 2005.  

Así mismo, para la determinación del tipo de origen y riesgo, la JRCIR se basó la Sentencia T- 518 de 2011 que señala que “las patologías que sumadas a las calificadas por el accidente laboral y que permiten alcanzar el estado de invalidez son posteriores al  accidente sufrido y son de origen común se le establece el origen como común (sic)”, (subraya y negrilla de la accionante), conclusión que la señora Restrepo Rincón considera errada toda vez que la afectación pulmonar que sufre es consecuencia del accidente laboral que sufrió, tal como lo determinó el médico Óscar Muñoz Pérez, quien le realizó la cirugía en febrero de 1997 con base en una radiografía.   
Igualmente, consideró la actora que la JRCIR tomó su afectación pulmonar cronológicamente más reciente cuando la alteración de sus miembros inferiores fue ahora y no antes, o tomó su afectación pulmonar con un porcentaje del 17% y por lo tanto el resto de sus afectaciones en un 64%, es decir para ella no es claro con qué método aplicó la sentencia referida.

Señaló que al saber que no podía apelar el dictamen y por sugerencia de un funcionario de la Junta Regional de Calificación, decidió radicar el 21 de noviembre de 2016 una solicitud de aclaración con el objeto de corregir el origen y el riesgo del dictamen, para lo cual contrató a la abogada Ana Teresa Llanos Rueda, quien el 5 de diciembre de 2016 radicó la petición de aclaración indicada.  Al respecto, recibió respuesta el 20 de diciembre de 2016 mediante la cual la JRCIR le informó que su requerimiento había sido rechazado en concordancia con el inciso 2 de artículo 42 del Decreto 1352 de 2013, que establece que dichas solicitudes deben ser presentadas dentro de los 3 días hábiles siguientes a la notificación del dictamen, pero aseguró que la Junta Regional de Calificación no tuvo en cuenta que dentro del mismo articulado se dictamina que las solicitudes deben ser respondidas dentro de los 2 días hábiles siguientes a su radicación y no 24 días después como se dio en su caso.

Por lo expuesto, consideró la actora que la entidad accionada vulneró el derecho fundamental al debido proceso y el principio de igualdad, pues permitir que la JRCIR modifique el riesgo y el origen de su contingencia de una accidente laboral a una enfermedad común, le causaría un perjuicio irremediable, máxime que se trata de una mujer de 54 años de edad, que lleva los últimos 3 incapacitada y de quien dependen su madre de 84 años y una hermana con discapacidad cognitiva; por lo tanto, ante esta urgencia temporal no acudió a la vía ordinaria laboral por considerar que el medio más eficiente sería la acción constitucional.
2.2. En el acápite de pretensiones, solicitó que se ordenara a la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda que en un término de 10 días hábiles revisara su caso con los argumentos y pruebas que presentó en la solicitud de aclaración que radicó el 21 de noviembre de 2016 para así corregir el origen y riesgo de la enfermedad de común a laboral.

2.3.  Se tuvieron como pruebas las allegadas con la demanda de tutela, visibles a folios (Fls. 7-35).
3. SÍNTESIS DE LAS RESPUESTAS A LA DEMANDA 

3.1. JUNTA NACIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ 
Indicó que revisado el acervo probatorio obrante dentro de la Sala Cuarta de la Junta Nacional, advirtió que esa entidad emitió dictamen a la señora Sara Inés Restrepo Rincón el 31 de mayo de 2016 por el cual los profesionales determinaron, según sus diagnósticos “secuelas de luxofractura cadera izquierda, fractura de tibio y peroné, cicatriz queloide de laparotomía, lesión nervio periférico distal, acortamiento de miembro inferior sobre el derecho de 4mm y trastorno depresivo secundario” son de origen accidente de trabajo, con una PCL de 43.92% y con fecha de estructuración del 25 de septiembre de 2015.

Hizo referencia al análisis y a la conclusión de dicho dictamen para concluir que como esa Junta no fue mencionada dentro lo pretendido en la acción de tutela, debía ser desvinculada de la misma (Fls. 43-44).
3.2. JUNTA REGIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ  DE RISARALDA
Hizo referencia a que las calificaciones emitidas por las Juntas de Calificación de Invalidez no tienen el carácter de acto administrativo de acuerdo al artículo 40 del decreto 1352, reglamentario dela ley 1562 de 2012, decreto en el que se basó para la presente respuesta;
Aseguró que la paciente y su apoderada presentaron solicitud de aclaración el 21 de noviembre de 2016 y 5 de diciembre de 2016 respectivamente, en contra del dictamen No. 30284188-697 del 2 de noviembre de 2016, así las cosas y según el artículo 42 del mencionado decreto, las peticiones fueron radicadas por fuera del tiempo indicado (3 días hábiles), por esta extemporaneidad consideró que no hay prosperidad en la acción constitucional y de hacerlo se contrariaría el principio procesal de preclusión o eventualidad, que obliga a las partes a actuar en el momento oportuno. Afirmó que por otra parte el hecho de que la Junta no hubiese respondido dentro del plazo de 2 días que anuncia la misma norma no vulnera las garantías superiores, pues esa Corporación atiende múltiples solicitudes como las presentadas por la actora y le es imposible resolverlas todas en igualdad temporal.
Manifestó entonces que la presente acción es improcedente; por lo tanto, solicitó que se negara la misma, toda vez que no se vulneraron derechos fundamentales a la accionante. (Fls. 46-490).

4. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 5 de enero de 2017 el Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira resolvió denegar la tutela interpuesta por la señora Sara Inés Restrepo Rincón, toda vez que consideró que la solicitud de aclaración al dictamen emitido por la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda N° 30284188-697 debió presentarse bajo los parámetros del inciso 2 del Artículo 42 del Decreto 1352 de 2013 y no extemporáneamente como lo hizo la actora (Fls. 51-54).
La señora Sara Inés Restrepo Rincón fue notificada personalmente del fallo de tutela el 5 de enero de 2017 (Fl. 55). 

5. SINOPSIS DE LA IMPUGNACIÓN

Dentro del término para impugnar la decisión de primera instancia, el 11 de enero de 2017, la señora Sara Inés Restrepo Rincón radicó un escrito mediante el cual se refirió a lo indicado por el A quo con respecto a que si bien la solicitud fue presentada extemporáneamente eso no exime a la Junta Regional de Calificación a contestar en el término que le corresponde y no 24 días hábiles después, máxime cuando en la respuesta a la tutela argumenta que las partes deben actuar en el momento oportuno.

Además reprochó que el despacho en sus consideraciones hablara de su requerimiento como un derecho de petición cuando era una solicitud de aclaración, la cual tiene un trámite diferente, lo que bajo ese argumento, aprovecha para indicar que el 22 de diciembre de 2016 ante la Junta demandada tendiente a que le expidieran unas copias del cual anexó una copia en el escrito de tutela, pero este no ha sido resuelto.

Señaló que el escrito presentado por su abogada el 5 de diciembre de 2016 debe ser tenido en cuenta como un recurso de reposición y en subsidio de apelación, pero el mismo fue respondido el mismo día en que se resolvió la negativa de aclaración del dictamen y bajo el mismo argumento, existiendo allí una vulneración al debido proceso, ya que si la ley le permite interponen los recursos, las respuestas recibidas son confusas e inoportunas.
Insistió en que con las actuaciones de la JRCIR se vulneró el principio de Igualdad, de no discriminación fue porque al momento de recibir el dictamen, no se le permitió presentar el recurso de reposición y en subsidio el de apelación, lo que generó una confusión y por eso no tuvo en cuenta el término para presentar una solicitud, ya que su pretensión era aclarar los argumentos que no tuvo en cuenta a Junta Regional de Calificación al determinar el riesgo y origen en su dictamen, momento en el que allegó todas las pruebas suficientes para explicar el error en que incurrió esa entidad referente que su afectación respiratoria no es un hecho aislado al accidente laboral que tuvo, lo que vulnera el derecho al debido proceso, según lo señaló la Corte Constitucional en la Sentencia T-341 de 2013.

Por lo tanto, solicitó que se resuelva su situación de manera positiva (Fls. 57-60).
Adjuntó copia de la respuesta emitida el 19 de diciembre de 2016 por la JRCIR, del resultado de unos exámenes y de la historia clínica (Fls. 61-68).

6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo  establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.

6.2. Problema jurídico y solución al caso en concreto 
Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión adoptada en primera instancia se hizo observando los parámetros legales y constitucionales o si hay lugar a revocarla, tal como lo solicitó el accionante. 

6.3.  La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
6.4. Sea  lo primero indicar que la Corte Constitucional ha identificado seis causales  específicas de  improcedencia de la tutela, que son las siguientes:

i) Existencia de otro medio de defensa judicial.

ii) Existencia del Habeas Corpus.

iii) Protección de derechos colectivos.

iv) Casos de daño consumado.

v) Tutela frente a actos de carácter general, impersonal y  abstracto.

vi) A su vez se han considerado como causales de improcedencia de la tutela, el incumplimiento del principio de inmediatez
;  la  tutela contra sentencias de tutela
 y la tutela temeraria
.

6.5. La acción de amparo se encuentra regida por el principio de subsidiariedad, ya que no se puede acudir a la tutela para suplantar los medios judiciales existentes
, lo cual  obliga al juez a verificar si el medio ordinario resulta idóneo y eficaz para proteger las garantías del actor, con el fin de establecer la procedencia de la tutela.
 De acuerdo con este requisito, la acción de tutela solo será procedente cuando: “(i) no exista en el ordenamiento jurídico un mecanismo judicial, o (ii) existiendo sea ineficaz y/o (iii) inidóneo. En todo caso, (iv) será procedente de manera transitoria cuando se constate la existencia de un perjuicio irremediable. 

6.6. La Ley 100 de 1993 implementó un sistema integral de seguridad social, diseñado con la aspiración de alcanzar la real aplicación de los atributos de obligatoriedad e irrenunciabilidad que la Constitución le arrogó a la seguridad social, en su doble dimensión de servicio público y derecho fundamental.  Al respecto, la normativa de riesgos profesionales dispone que cuando ocurre un accidente laboral o enfermedad profesional, el afiliado tendrá derecho a recibir (i) el servicio asistencial de salud correspondiente, con cargo al sistema, e igualmente (ii) las prestaciones económicas, que se determinarán de acuerdo a las secuelas de la enfermedad o el accidente, cómo incapacidades temporales, subsidios por incapacidad temporal, incapacidad permanente parcial o pensión de invalidez según la gravedad de la pérdida de capacidad laboral.

6.6.1. Ahora bien, en lo que tiene que ver con el Sistema de Riesgos Profesionales, el Decreto 1295 de 1994 determina la organización y administración del Sistema General de Riesgos Profesionales, fue definido en su artículo de la siguiente manera:

“Artículo 1º. Definición.  El Sistema General de Riesgos Profesionales es el conjunto de entidades públicas y privadas, normas y procedimientos, destinados a prevenir, proteger y atender a los trabajadores de los efectos de las enfermedades y los accidentes que puedan ocurrirles con ocasión o como consecuencia del trabajo que desarrollan.

El Sistema General de Riesgos Profesionales establecido en este Decreto forma parte del Sistema de Seguridad Social Integral, establecido por la Ley 100 de 1993.

Las disposiciones vigentes de salud ocupacional relacionadas con la prevención de los accidentes de trabajo y enfermedades profesionales y el mejoramiento de las condiciones de trabajo, con las modificaciones previstas en este Decreto, hacen parte integrante del sistema general de riesgos profesionales”. (Subraya fuera de texto)
La anterior norma incorporó criterios al establecer en su artículo 34, que todo afiliado al SGRP tendrá derecho a que se le brinden los servicios asistenciales y se le reconozcan las prestaciones económicas a que haya lugar, en el evento de sufrir un accidente de trabajo o enfermedad profesional, siempre que éstas generen incapacidad, invalidez o muerte. En consecuencia, incluyó dentro de las funciones de las entidades administradoras de riesgos laborales la de garantizar la prestación del servicio de salud y reconocimiento y pago oportuno de las prestaciones económicas y asistenciales a las que tienen derecho.

6.7.  Cuando existan discrepancias del origen de la enfermedad, deberá estarse a lo dispuesto en el Decreto 2463 de 2001 “Por el cual se reglamenta la integración, financiación y funcionamiento de las juntas de calificación de invalidez"

“ARTICULO 3º-Calificación del grado de pérdida de la capacidad laboral. Corresponderá a las siguientes entidades calificar el grado de pérdida de la capacidad laboral en caso de accidente o enfermedad:

1. Las juntas regionales de calificación de invalidez decidirán sobre las solicitudes de calificación de pérdida de la capacidad laboral requeridos por las autoridades judiciales o administrativas, evento en el cual, su actuación será como peritos asignados en el proceso. Las juntas de calificación de invalidez también actuarán como peritos en los casos de solicitudes dirigidas por compañías de seguros cuando se requiera calificar la pérdida de capacidad laboral.

(…) “ARTICULO 6º-Calificación del origen del accidente, la enfermedad o la muerte. El origen del accidente o de la enfermedad, causantes o no de pérdida de la capacidad laboral o de la muerte, será calificado por la institución prestadora de servicios de salud que atendió a la persona por motivo de la contingencia en primera instancia y por la entidad administradora de riesgos profesionales en segunda. Cuando se presenten discrepancias por el origen, éstas serán resueltas por la junta integrada por representantes de las entidades administradoras de salud y riesgos profesionales. (…)  (Subrayas fuera del texto original)
6.8.  Ahora bien, la Corte Constitucional tiene establecido que: (i) La subsidiariedad o residualidad, y (ii) la inmediatez, son exigencias generales de procedencia de la acción, condiciones indispensables para el conocimiento de fondo de las solicitudes de protección de derechos fundamentales
. 
Con respecto al presupuesto de la inmediatez, la Corte Constitucional ha indicado que: “ la acción de tutela sería procedente cuando fuere promovida transcurrido un extenso espacio entre el hecho que generó la vulneración, siempre que: i) exista un motivo válido para la inactividad de los accionantes, por ejemplo, el estado de indefensión, interdicción, abandono, minoría de edad, incapacidad física, entre otros; ii) la inactividad injustificada vulnere el núcleo esencial de los derechos de terceros afectados con la decisión; iii) exista un nexo causal entre el ejercicio inoportuno de la acción y la vulneración de los derechos de los interesados; o iv) cuando se demuestre que la vulneración es permanente en el tiempo y que, pese a que el hecho que la originó es muy antiguo respecto de la presentación de la tutela, la situación desfavorable del actor derivada del irrespeto por sus derechos, continúa y es actual” (Ver Sentencia T-246 de 2015)
Frente al tema de la subsidiariedad de la acción de amparo.  Se debe tener en cuenta que la  Constitución Nacional estableció una especial protección a las personas con discapacidad, así en lo incisos 2º y 3º del artículo 13 de esa norma superior, consagran que: “El Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y adoptará medidas en favor de grupos discriminados o marginados”, agregando que “El Estado protegerá especialmente a aquellas personas que por su condición económica, física o mental, se encuentren en circunstancias de debilidad manifiesta y sancionará los abusos o maltratos que contra ellas se cometan.” A su vez, el artículo 47 de la C.N. establece que el Estado “adelantará una política de previsión, rehabilitación e integración social para los disminuidos físicos, sensoriales y psíquicos, a quienes se prestará la atención especializada que requieran”. 
Así mismo, la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha señalado que  la acción de tutela es improcedente para controvertir los dictámenes emitidos por las Juntas de Calificación de la Invalidez, en especial, si ésta se utiliza como vía principal y no transitoria, puesto que a pesar de no ser actos administrativos, para resolver este tipo de controversias se debe acudir a la jurisdicción ordinaria en su especialidad laboral y de la seguridad social. Sin embargo, ese Máximo Tribunal Constitucional ha señalado que pese a existencia de otros mecanismos de defensa judicial se debe acreditar que los mismos son ineficaces para la protección de los derechos fundamentales, debido o que se está frente a la amenaza de un perjuicio irremediable, circunstancias que, deben ser verificadas en el caso concreto, dentro del cual es imperioso evaluar con un rigor diferente las circunstancias de debilidad en que se puedan encontrar los solicitantes, en mayor medida, si además son sujetos de especial protección constitucional.

6.9. DEL CASO EN CONCRETO
6.9.1.  En el caso sub examine, tal como lo advierte la misma actora, el motivo que la llevó a instaurar la presente acción constitucional tiene que ver con su inconformidad frente al trámite que la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda le dio a su solicitud de aclaración, radicada el 21 de noviembre de 2016, al dictamen No.30284188-697 emitido el 2 de noviembre de 2016, pues aunque la actora acepta haber presentado extemporáneamente esa aclaración por el error en que al parecer la hizo incurrir un funcionario de la JRCIR cuando le indicó que en contra del dictamen no procedía ningún recurso, esa dependencia no fue diligente al resolver su pedimento por cuanto la respuesta al mismo tampoco la hizo dentro del término indicado para ello, circunstancias estas que conllevaron a la vulneración a su derecho fundamental al debido proceso.
6.9.2. De acuerdo a lo anterior, el Decreto 1352 de 2013 “Por el cual se reglamenta la organización y funcionamiento de las Juntas de Calificación de Invalidez, y se dictan otras disposiciones” en su artículo 42 señala lo siguiente:
“ARTÍCULO 42. ACLARACIÓN Y CORRECCIÓN DE LOS DICTÁMENES. Las Juntas de Calificación de Invalidez pueden corregir errores tipográficos, ortográficos o aritméticos que no modifiquen el fondo de la decisión, previa demostración de su fundamento, el cual quedará consignado en el acta y en el expediente correspondiente. La aclaración deberá ser comunicada a los interesados y no admite recursos.
Para lo anterior dentro de los tres (3) días hábiles siguientes a la notificación del dictamen en el caso de la Junta Regional o recibida la comunicación en el caso de la Junta Nacional, se recibirán las solicitudes de aclaración o las mismas Juntas de oficio podrán realizarlo, en todo caso la Junta lo aclarará o corregirá con la firma de todos los integrantes que firmaron el dictamen y dentro de los dos (2) días hábiles siguientes lo comunicará a todas las partes interesadas, luego de dicho término queda debidamente ejecutoriado el dictamen.

En el caso de aclaración o corrección de la Junta Regional, no se excluye el derecho que tienen los interesados a presentar los recursos de reposición y/o apelación frente al dictamen de conformidad con el artículo denominado recurso de reposición y apelación.”
6.9.3 Ahora bien, la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha reiterado  lo referente a la naturaleza y régimen legal de los dictámenes proferidos por las Juntas de Calificación de Invalidez, así en la Sentencia T-093 de 2016, ese máximo Tribunal dijo lo siguiente:
  
“5.1. Los miembros de las Juntas de calificación de invalidez tienen como principal función calificar la capacidad laboral de los usuarios del sistema de seguridad social. Al momento de proferir un dictamen deben tener en cuenta lo expresado por la Ley 100 de 1993[27], por el Decreto 2463 de 2001[28] y por la jurisprudencia constitucional, en donde se han fijado las pautas a tener en cuenta para proferir los dictámenes.
 
5.2. En cuanto a la naturaleza de las juntas de calificación de invalidez el decreto en mención establece que son “organismos de creación legal, autónomos, sin ánimo de lucro, de carácter privado, sin personería jurídica (…)”, cuyos integrantes, designados por el Ministerio de Protección Social, “no tienen el carácter de servidores públicos, no devengan salario, ni prestaciones sociales, sólo tienen derecho a los honorarios establecidos en el presente decreto”. Al respecto, la Sala Plena ha precisado, en sede de constitucionalidad, que las juntas de calificación de invalidez “(…) son verdaderos órganos públicos pertenecientes al sector de la seguridad social que ejercen una función pública pese a que los miembros encargados de evaluar la pérdida de capacidad laboral sean particulares”[29].
 
5.3. Por otra parte, en cuanto al contenido de los dictámenes emitidos por las juntas de calificación de invalidez el artículo 31 del Decreto 2463 de 2001 indica que éstos “deben contener las decisiones expresas y claras sobre el origen, fecha de estructuración y calificación porcentual de pérdida de la capacidad laboral”. En el mismo sentido la Corte estableció que los dictámenes que expiden las juntas de calificación, deben contener todos los elementos probatorios que sirvan para establecer una relación causal tales como la historia clínica, exámenes médicos periódicos, el cargo desempeñado, actividades etc[30].
 
5.4. Lo anterior pretende demostrar que las decisiones tomadas por la junta de calificación de invalidez  en cuanto a establecer origen, fecha, y porcentaje de la calificación, entre otros ítems, se debe sustentar en las diferentes pruebas, esto obedece a criterios legalmente y jurisprudencialmente señalados, lo que les garantiza a los peticionarios la aplicación de un debido proceso[31].
 
5.5. Como se ha visto, el debido proceso rige de manera general las actuaciones surgidas en torno a la forma en que las juntas de calificación de invalidez ejecutan el procedimiento señalado para establecer fecha, origen y porcentaje de calificación, entre otros ítems. Todo ello con la fundamentación suficiente que debe basarse principalmente en los elementos probatorios clínicos y valoraciones científicas a que haya lugar en cada caso particular.” (Subrayas propias)
6.9.4. Al revisar el precepto normativo y la jurisprudencia constitucional antes transcritas relativas al contenido de los dictámenes de la junta de calificación y el término que tienen dichas entidades para recibir las aclaraciones o correcciones a los mismos, para esta Sala es claro que la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda no incurrió en alguna vía de hecho, al negar a la señora Restrepo Rincón su pedimento de aclaración al dictamen No.30284188-697 emitido el 2 de noviembre de 2016, toda vez que a la accionante si bien le asistía el derecho a controvertir el dictamen aludido, también es que la misma tenía el deber de haber presentado su inconformidad dentro de los tres días siguientes a la notificación del concepto emitido. De tal manera, que para este Tribunal no pueden ser tenidos en cuenta los argumentos de la señora Restrepo Rincón cuando aduce que al momento de recibir el dictamen, esto es el 3 de noviembre de 2016, un funcionario le indicó que contra el mismo no procedía ningún recurso, cuando ya quedó probado dentro de la foliatura las veces que a la actora se le ha calificado su pérdida de capacidad laboral por las diferentes entidades que han conocido su caso y las oportunidades que ha contado la misma para apelar las decisiones que ha considerado desfavorables a sus pretensiones.

6.9.5. En este estado de cosas, la Sala advierte que la JRCIR no vulneró algún derecho fundamental a la accionante, quien pretende por una incuria suya al se ordene a la Junta demandada aclare el dictamen emitido el 2 de noviembre de 2016, por lo que la acción de tutela no procederá conforme al principio según el cual nadie puede alegar en su favor su propia culpa (Nemo auditur propriam turpitudinem allegans), toda vez que la accionante es la responsable de haber presentado extemporáneamente el escrito de aclaración al dictamen No.30284188-697, situación que no puede endilgarle a la JRCIR por el hecho de que esta entidad le respondió tardíamente sus peticiones del 21 de noviembre de 2016 (Fls. 23 y 24), así como la presentada por su abogada el 3 de diciembre de 2016 (Fls. 25-27).   Con respecto al principio de que “Nadie puede alegar en su favor su propia culpa (Nemo auditur propriam turpitudinem allegans)”, la Corte Constitucional ha reiterado lo siguiente:
“En efecto, si los hechos que dan origen a la acción de tutela corresponden a la actuación culposa, imprudente o negligente del actor que derivó, a la postre, en la vulneración o amenaza de sus derechos fundamentales, no es admisible que éste pretenda a través de la acción de tutela obtener el amparo de tales derechos, y por lo tanto, desplazar su responsabilidad en la ocurrencia de los hechos que fundamentan la solicitud de amparo a la autoridad pública o al particular accionado. Una consideración en sentido contrario, constituiría la afectación de los fundamentos del Estado de Derecho y del principio de la buena fe consagrado en el artículo 83 de la Constitución política”.
“En síntesis, el principio general del derecho según el cual Nadie puede obtener provecho de su propia culpa (Nemo auditur propriam turpitudinem allegans), hace parte del ordenamiento jurídico colombiano. En consecuencia, en virtud de dicho principio, la prosperidad de la acción de tutela está condicionada a la verificación de que los hechos que la originan, no ocurrieron como consecuencia de la culpa, imprudencia, negligencia o voluntad propia del actor. Ello por cuanto, una consideración en sentido contrario, constituiría una afectación del principio en comento, y por lo tanto, de los fundamentos del Estado de Derecho y del principio de la buena fe consagrado en el artículo 83 de la Constitución política”.
De conformidad con lo anterior, esta Sala confirmará  la sentencia estudiada.  
DECISIÓN
Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida el 5 de enero de 2017  por el Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, Risaralda, en relación con la acción de tutela promovida por la señora Sara Inés Restrepo Rincón.
SEGUNDO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
WILSON FREDY LÓPEZ 

Secretario
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